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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO.
… reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución”. (…) o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
“La Corte Constitucional ha sostenido que el defecto fáctico se presenta cuando “resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado (...)”, o cuando “se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia. Así, ha indicado que “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia (…)”.
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Acta No. 001 del 14 de enero del 2019  
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Jesús Emilio Valencia Duque contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda, a la que fueron vinculados José Edward Franco Murillo y Claudia Patricia Uribe Tamayo.  
ANTECEDENTES

Jesús Emilio Valencia Duque, actuando por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales que denominó “acceso a la administración de justicia, igualdad, imparcialidad, debido proceso en la modalidad defecto fáctico dimensión negativa” (sic) (f. 2), que estima conculcados por el juzgado accionado, dentro del proceso de reposición y cancelación de título valor radicado con el número 66170-31-03-001-2016-00002-00, al que asistió en calidad de demandante. 

Los hechos, en extenso relatados, admiten la siguiente síntesis: 
Jesús Emilio Valencia Duque y su esposa, María Rubiela Cifuentes Patiño, en calidad de acreedores, celebraron con José Edward Franco Murillo y Claudia Patricia Uribe Tamayo, un contrato de mutuo el 22 de junio del año 2015 por valor de $220.000.000.oo, con intereses del 1,5% mensual, para tal efecto se suscribió la letra de cambio identificada con el número de serial LC-2117240256; el crédito también se garantizó con una hipoteca sobre un inmueble de propiedad de los deudores.
Indicó que los intereses mensuales fueron pagados hasta el mes de agosto del año 2015, luego de lo cual los obligados se constituyeron en mora, por tal motivo decidió iniciar el respectivo cobro ejecutivo, lo que no pudo llevar a cabo porque el 24 de diciembre de ese año, con sorpresa, descubrió que en su carpeta de documentos, no se encontraba la letra de cambio, consecuencia de ello, ese día interpuso una denuncia por su pérdida y posteriormente, el 22 de enero del año 2016, presentó demanda de reposición y cancelación de título valor.
En ese escenario, y para explicar lo ocurrido expuso, en resumen, que el 18 de diciembre del año 2015 el señor José Edward Franco Murillo se dirigió a su residencia, supuestamente, para acordar el pago de los intereses vencidos, en ese momento solicitó ver los documentos originales relacionados con el crédito, de los cuales, en un descuido suyo, hurtó la letra de cambio; empero, manifiesta que de esa situación se enteró, solo hasta el 6 de mayo del año 2016 cuando fue citado por la Fiscalía General de la Nación a una conciliación por un proceso penal que contra él había iniciado el señor Franco Murillo quien lo denunció por estafa, habida cuenta de que, según sus dichos, ya había pagado el capital y los intereses de la obligación y sin embargo él, en calidad de deudor e hipotecante, pese a que voluntariamente le había devuelto la letra de cambio, no había accedido a suscribir la escritura para la cancelación de la hipoteca; hizo saber, finalmente que ese trámite fue archivado por atipicidad de la conducta y que, en virtud de lo acontecido, impetró una acción penal contra el señor José Edward Franco Murillo por los delitos de falsa denuncia en contra de persona determinada y hurto agravado.  

Paralelamente, denunció que en el trámite de restitución y cancelación de título valor se incurrió en un defecto fáctico porque el funcionario en la sentencia omitió valorar las pruebas y, en su lugar, se ocupó únicamente de desentrañar el aspecto jurídico, y en una indebida aplicación del principio de congruencia, estimó que las pretensiones debían negarse en consideración a que la demanda fue presentada por el verbo rector de pérdida de la letra de cambio y luego se quiso presentar como un hurto, con ello dejó de lado el aspecto fáctico y pasó por alto que al momento de presentación de la demanda, no se sabía que el deudor era quien tenía la letra de cambio. 
Adicionalmente, se quejó sobre el hecho de que se hizo una indebida valoración del interrogatorio de parte que se le realizó, porque se entendió como si él se hubiera enterado sobre la sustracción del título el mismo día en que fue hurtado, cuando contrario a ello, de las pruebas recaudadas y de los informes presentados por la Fiscalía se colegía que él tuvo conocimiento sobre ese hecho con posterioridad.  
Puso de presente que cuenta con 89 años de edad y que tiene padecimientos auditivos y cognitivos; finalmente informó que contra la sentencia interpuso recurso de apelación el que fue concedido por el juzgado accionado, pero declarado inadmisible en esta sede, el 1° de noviembre del año 2018. 

Pidió, en consecuencia, declarar la nulidad de la sentencia y ordenar al juzgado proferir una nueva decisión “acogiendo una verdadera motivación al actor conforme las pruebas documentales que constituye evidencia física a las pretensiones de la demanda siendo congruente el petitu[m] del libelo introductorio del actor” (sic) (f. 15).
Con la demanda allegó copia del expediente del proceso de reposición y cancelación de título valor y documentos de su historia clínica. 

Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones, se negó una medida provisional deprecada comoquiera que no se observaron las condiciones que para el caso prevé el inciso 1ª del artículo 7ª del decreto 2591 de 1991, también se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo.

Adicionalmente dio cuenta de que en aquel asunto, en la audiencia de instrucción y juzgamiento, el demandado exhibió la letra de cambio cuya cancelación y reposición se reclamaba, ante ello, se negaron las pretensiones de la demanda, en armonía con los atributos de los títulos valores, en especial, los conocidos como literalidad, necesidad y autonomía; explicó que en el de marras se respetó el debido proceso y no se probó la mala fe que se le atribuye al demandado; que, en efecto, primero se dijo que la letra se extravió y luego que se hurtó; así las cosas si se extravió la misma fue encontrada en manos del acreedor y, si hubo de ser hurtada, es inexistente prueba o sentencia sobre ese ilícito. 
También en su defensa dijo que escuchó al demandante y a pesar de su edad, entabló comunicación con él; que no conoció circusntancias sobre sus graves quebrantos de salud mental, situación que, a su juicio, si constituye una incongruencia del togado, porque si considera que su representado viene gravemente afectado en su salud mental desde el año 2017, por qué lo presentó a la audiencia en el año 2018 y no advirtió sobre su estado actual de salud, y cómo ahora, también adquiere de él poder para promover acción de tutela; de ello colige que, se está valiendo de una persona virtualmente “inhabil” como queriendo significar que tiene capacidad para los actos juridicos que le convienen, pero incapacidad para los que no (f. 150).
José Edward Franco Murillo, por conducto de apoderado judicial, aseveró que esta acción fue tomada por el accionante como “medio salvavidas” sin ningún respaldo lógico ni legal; estimó idónea la valoración que a las pruebas, especialmente a las recaudadas en la audiencia, le dio el funcionario encartado. Hizo énfasis en que el accionante miente sobre el hurto de la letra de cambio y al manifestar que el 24 de diciembre se reunió con su abogado para iniciar demanda ejecutiva contra él, porque debía 3 meses de intereses, cuando lo cierto es que se encontraba al día por ese concepto, para el efecto adjuntó unos recibos de pago. Pidió no conceder el amparo (f. 157). 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude el señor Jesús Emilio Valencia Duque a este especial mecanismo, porque a su juicio, la sentencia que el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas – Risaralda profirió en el proceso de reposición y cancelación de título valor de marras, vulnera su derecho fundamental al debido proceso, en esencia, porque en ella no se realizó una debida valoración de las pruebas allegadas al plenario, ni se tuvieron en cuenta los hechos sobrevinientes a la presentación de la demanda, tal como lo manda el artículo 281 del Código General del Proceso. 




Para el análisis del caso, es menester recordar que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Para la Sala los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso de una persona de especial protección constitucional, en razón a sus 89 años de edad; la sentencia reprochada se profirió en un trámite de única instancia y, al margen de que la apelación fue concedida, lo cierto es que se inadmitió en esta sede el 1° de noviembre del año 2018, con lo que, además, se cumple con el principio de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 





Lo que sigue, como se anticipó, es verificar la posible incursión, por parte del Juzgado, en un defecto fáctico, según lo que se comprende de la crítica que expone el demandante, sobre aquel, en la sentencia T-393 del 2017, se recordó que:




“4. El defecto fáctico como causal de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial





4.1. La Corte Constitucional ha sostenido que el defecto fáctico se presenta cuando “resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado (...)”
, o cuando “se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia
. Así, ha indicado que “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia (…)”.





4.2. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte ha concluido que en el defecto fáctico se presentan dos dimensiones
:





“la primera ocurre cuando el juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa
 u omite su valoración
 y sin razón valedera da por no probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente
. Esta dimensión comprende las omisiones en la valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de los hechos analizados por el juez
. La segunda se presenta generalmente cuando el juez aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas (artículo 29 C. P.) o cuando da por establecidas circunstancias sin que exista material probatorio que respalde su decisión, y de esta manera vulnere la Constitución.”





4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así:





“(i) Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas
. La Corte ha considerado que se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





(ii) No valoración del material probatorio allegado al proceso judicial.
 Esta hipótesis tiene lugar, cuando la autoridad judicial a pesar de que en el respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.”





(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.
 Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”





4.4. La Corte Constitucional, ha revisado específicamente casos en los que se interpone acción de tutela contra una providencia judicial, argumentando lo señalado en el literal (ii) del anterior numeral, es decir, que el fallador no tuvo en cuenta material probatorio allegado al proceso por no advertirlo o considerarlo para fundamentar su decisión, que de haberse analizado, el resultado sería evidentemente distinto.” (Se destaca)




Debido a que las denuncias relacionadas con el presunto defecto fáctico en el que incurrió el funcionario, planteadas en el escrito tutelar, se destacan por su vaguedad e imprecisión, es necesario que la Sala de manera breve analice el tratamiento que se le dio a las pruebas aportadas por la parte demandante en el proceso.




Al revisar el cartulario se advierte, delanteramente, que todas las pruebas solicitadas por el demandante fueron decretadas, las allegadas con la demanda, mediante auto del 16 de agosto del 2017 (f. 100) y otras adicionales presentadas con posterioridad, mediante proveído del 21 de noviembre del mismo año (f. 105).





Las documentales que dice el accionante se omitió valorar en el fallo son (i) una denuncia ante la inspección 13 de Policía de Pereira relacionada con el extravío de la letra de cambio No. 2117240256 (f. 40), (ii) una orden de archivo de diligencias, relacionada con la investigación penal identificada con el número 66-001-61-00036-2016-00979 procedente de la Fiscalía 28 local de Pereira adiada el 31 de junio del año 2017 (f. 82) y (iii) una denuncia radicada por el accionante contra José Edward Franco Murillo ante la Fiscalía General de la Nación el 12 de mayo del año 2016 (f. 93); también reprocha (iv) el trato que se le dio al interrogatorio de parte que él rindió.




De frente a ese escenario, reitérase que, según la jurisprudencia en cita, un defecto fáctico puede ocurrir cuando existiendo elementos probatorios el juez “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente”.




En este caso concreto, es evidente el fracaso del amparo, aún si se hubiera omitido realizar la valoración de las pruebas mostradas como olvidadas, cosa que no hizo el juez como adelante se verá.





Basta repasar que para la resolución del de marras es irrelevante saber si (i) el demandante denunció extraviado el documento ante la Policía Nacional o cuando lo hizo (ii) y si luego, gracias a la investigación de la Fiscalía General de la Nación concluyó que la letra de cambio le fue hurtada, o si  con aquella y (iii) la denuncia que se radicó se acredita la mala fe del demandado, sencillamente porque el título valor que se dice perdido, apareció, con lo que es inviable cancelar y/o reponer una letra de cambio que existe, pues carecería de objeto cualquier orden que se impartiera en tal sentido. Por los mismos motivos, nada cambiaría tampoco el hecho de que se realizara una valoración favorable para el demandante del incoherente interrogatorio de parte que rindió, en consideración a su edad e inconvenientes de salud. 




Es claro lo dicho porque aquí lo que sucedió fue que el demandado compareció al proceso con el título valor y se opuso a las pretensiones, porque, según él, ya pagó la obligación incorporada en la letra de cambio. 



 
Con ese proceder, contrario a lo denunciado en la acción de tutela, el juez sí obró conforme a lo dispuesto en el artículo 281 del Código General del Proceso, porque, en efecto, y parafraseando la citada norma, para la resolución del caso, tuvo en cuenta un hecho modificativo del derecho sustancial sobre el cual versaba el litigio, que ocurrió después de que se presentó la demanda, el que fue probado y acordado por las partes en la fijación del litigio, es decir la identidad del título denunciado como extraviado y el exhibido por el demandado.  





Y si acaso estimó la parte actora que para la definición de este asunto era indispensable aguardar la resolución de la denuncia penal que instauró contra el demandado, lo cierto es que nada se dijo sobre alguna solicitud de suspensión del trámite por prejudicialidad, de conformidad con el artículo 161 del Código General del Proceso.   




Por contera, como se dijo antes, aquí ocurre también que el juez sí valoró integralmente las pruebas recaudadas en el decurso del proceso; sobre el análisis de las pruebas que se echan de menos y las demás practicadas en la audiencia, la Sala destaca los siguientes razonamientos esgrimidos por el funcionario:




“De las pruebas oportunamente y legalmente allegadas, con relación al aspecto objetivo, lo que se pretende es llegar a una conclusión objetiva conforme a los verbos rectores de extravío, pérdida, hurto, deterioro o la destrucción total o parcial de un título valor.

   


La acción se encaminó por el aspecto del verbo rector pérdida, pero luego se quiso presentar como un hurto, ilícito que trasciende al campo penal y que contemplaría una prejudicialidad, pero que como no fue la base de la causa pretendi, ahora es concluyente que el título valor ha aparecido, no puede pues el despacho en la aplicación del principio de la congruencia atender aspectos subjetivos de las partes para atender bien sea, los intereses de la parte actora ora de la parte pasiva.





Se pudo acordar entre las partes que la letra de cambio que exhibió el demandado corresponde al título valor motivo de demanda, igualmente el demandante ha informado que en su casa notó el presunto hurto del título valor, se encontraban además de su esposa que ha sido colaboradora en su gestión de empréstitos, el hijo Diego Alejandro Valencia quien es funcionario público y por ende debe tener conocimientos básicos para el manejo de situaciones como la que presuntamente se le estaría presentando a su señor padre.





Pero la señora Elsa María Arango García empleada de la Notaría Cuarta de Pereira, manifestó que ese título valor, reconocido y recaudado en audiencia, correspondía exactamente al que se refería el demandante como extraviado o hurtado, reconoció que su función de empleada de la Notaría le faculta o autoriza para ayudar en el llenado de los títulos valores y las grafías allí impresas le corresponden, por lo que no contiene una nulidad o alteración. 





La señora Rubiela Cifuentes Patiño acepta que acompaña al demandante en los recaudos y pagos de los préstamos pero para la ocasión del presunto hurto del título no lo acompañó, el demandado estuvo en varias oportunidades en su casa.





Del caso concreto:





(…)   





Con las pruebas así analizadas se pudo comprobar la mismisidad del documento denunciado como extraviado con el que ha adjuntado el demandado, conforme a la misma causa pretendi, el contenido del artículo 624 del C.C.,  y al principio de la buena fe, se ha de presumir que la tenencia del título valor demandado en esta causa, por parte del señor José Edward Franco Murillo es de buena fe y no se fincaron las pretensiones de la acción promovida como en un acto ilícito que fuera posible demostrar en esta sede judicial, se condenará en costas a la parte actora. (min. 2.20.30 al 2.25.55 del CD (f. 142)




Lo que revelan los resaltados del discurso es un coherente análisis de las pruebas practicadas en audiencia y de las documentales presentadas por la parte actora, incluso de las relacionadas con las investigación por el injusto penal que se le imputa al señor José Edward Franco Murillo; así que, por más discutible que le parezca al interesado el razonamiento que en torno a ellas esgrimió el juez, y aun cuando puedan admitirse otras interpretaciones, no revela una posición arbitraria y antojadiza que permitiría la intrusión del Juez constitucional.





Recuérdese, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que son ajenas a este acontecer, según viene de verse. La posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda.





Como colofón, para la Sala es importante destacar que el demandante reiteradamente insiste en que el fundamento del funcionario para negar la cancelación y reposición del título valor, fue la virtual inconsistencia entre la demanda y la realidad procesal, y asevera que el hecho de que en la demanda se hubiera declarado extraviada la letra de cambio y que luego aquella se denunciara hurtada, fue la única razón por la cual el juez, presuntamente, se negó a valorar la totalidad del acervo probatorio, y en su lugar profirió una sentencia de puro derecho con fundamento en el principio de congruencia, todo lo cual derivó en la negación de las pretensiones. No obstante, al estudiar la providencia adiada el pasado 13 de febrero del 2018, reluce evidente el desatino del libelista.





Así se afirma, porque si bien el juez hizo referencia a la incongruencia de la demanda, (en la que se dijo que la letra de cambio se extravió f. 35) con lo acontecido en el proceso (en el que se reveló que el demandante había denunciado hurtado el título f. 93) y lo declarado por el demandante en el interrogatorio de parte (quien aseveró que había visto al deudor sustraer el título valor de sus documentos -min. 11.15 del CD a folio 142-), lo cierto es que la razón de la decisión fue otra.





Realmente el fundamento principal del fallo, como quedó claro en líneas precedentes, fue que el título valor denunciado como extraviado apareció cuando se realizó la audiencia de instrucción y juzgamiento, como así fue, después de confrontar los efectos del artículo 398 del Código General del Proceso con lo acontecido en la diligencia, y al tener certeza sobre la identidad del título reclamado en la demanda y el exhibido en la audiencia, categóricamente sentenció “En la presente diligencia apareció el documento echado de menos (…) en el caso de la referencia lo que procede es a dar al traste las pretensiones de la demanda, con las pruebas así analizadas se pudo comprobar la mismisidad del documento denunciado como extraviado con el que ha adjuntado el demandado”. 





Esa sola circunstancia también sería suficiente para negar el amparo; y así es, porque si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto es inviable colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante realmente no fue lo que sucedió en el proceso que aquí se estudia, pues se insiste, el motivo de la resolución es otra a la expuesta por el libelista. 





Bastan las consideraciones planteadas para negar, como se hará, el amparo deprecado.





Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales del actor. 




DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela impetrada por Jesús Emilio Valencia Duque contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas – Risaralda. 
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA  

Ausencia justificada
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz), reiterada en sentencias como la T-555 de 1999 (MP José Gregorio Hernández Galindo), T-1100 de 2008 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-781 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), entre otras.


� Corte Constitucional, sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), citando la sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Corte Constitucional, sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Corte Constitucional, sentencia T-781 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), reiterada en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).


� “Corte Constitucional, sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz)”.


� “Cfr. sentencia T-329 de 1996. Para la Corte es claro que, “cuando un juez omite apreciar y evaluar pruebas que inciden de manera determinante en su decisión y profiere resolución judicial sin tenerlas en cuenta, incurre en vía de hecho y, por tanto, contra la providencia dictada procede la acción de tutela. La vía de hecho consiste en ese caso en la ruptura deliberada del equilibrio procesal, haciendo que, contra lo dispuesto en la Constitución y en los pertinentes ordenamientos legales, una de las partes quede en absoluta indefensión frente a las determinaciones que haya de adoptar el juez, en cuanto, aun existiendo pruebas a su favor que bien podrían resultar esenciales para su causa, son excluidas de antemano y la decisión judicial las ignora, fortaleciendo injustificadamente la posición contraria”.


� “Corte Constitucional, sentencia T-576 de 1993 (MP Jorge Arango Mejía)”.


� “Ver por ejemplo la sentencia T-442 de 1994 (MP Antonio Barrera Carbonell)”.


� Corte Constitucional, sentencia T-538 de 1994 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Algunas decisiones en que la Corte Constitucional ha considerado que se configura un defecto fáctico son: T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-778 de 2005 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-171 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández),  T-908 y T-808 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-1065 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-162 de 2007 (MP Jaime Araújo Rentería), T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1082 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-417 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-808 de 2009 (MP Juan Carlos Henao Pérez), T-653 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Elías Pinilla Pinilla), T-350 de 2011 (MP María Victoria Calle Correa; SV Mauricio González Cuervo), SU-424 de 2012 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), SU-950 de 2014 (MP Gloria Stella Ortíz Delgado), SU-240 de 2015 (MP Martha Victoria Sáchica Méndez), SU-406 de 2016 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-090 de 2017 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), entre muchas otras.


� T-902 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).


� “Un caso en el que esta Corporación consideró que existió vía de hecho por defecto fáctico, por haberse omitido la valoración de algunas pruebas, lo constituye la sentencia T-039 de 2005, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. Sobre este mismo tópico, la sentencia T-902 de 2005, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, igualmente es ilustrativa.” Otros casos en los que la Corte Constitucional ha fallado por encontrarse un defecto fáctico por omitir la valoración de alguna prueba son: T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-747 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-078 de 2010 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-360 de 2011  (MP Juan Carlos Henao Pérez; SV Mauricio González Cuervo), T-628 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-1100 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-803 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), T-734 de 2013 (MP Alberto Rojas Ríos), T-241 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva), entre otras.


� “Ibídem”.


� “Al respecto, puede consultarse la sentencia T-235 de 2004, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra”.


� Corte Constitucional, sentencia T-916 de 2008 (MP Clara Inés Vargas Hernández), reiterada, entre otras, en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).





11

[image: image1.emf]_1587198309.doc


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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